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1.- VISTOS  
Debe pronunciarse la Sala con ocasión de la consulta de la decisión proferida por el Juzgado Tercero Penal del Circuito de Pereira (Rda.), mediante la cual sancionó a las Dras. CLAUDIA JULIANA MELO ROMERO -Directora Técnica de Reparación-, y YOLANDA PINTO DE GAVIRIA -Directora General de la UARIV-, por no atender el cumplimiento de la sentencia de tutela emitida a favor de la señora ODILA DE JESÚS GONZÁLEZ RODRÍGUEZ. 
2.- ANTECEDENTES 
2.1.- En mayo 02 de 2018, la titular del Juzgado Tercero Penal del Circuito de esta ciudad, en calidad de juez constitucional de primer grado, concedió el amparo del derecho de petición solicitado por la señora GONZÁLEZ RODRÍGUEZ, dentro de la acción de tutela presentada contra la UARIV; y, en consecuencia ordenó a tal entidad, que dentro de las 48 horas siguientes le brindaran una respuesta clara, precisa y de fondo  en relación con el reconocimiento de la indemnización administrativa. 
2.2.- Tal providencia fue objeto de alzada por parte de la UARIV, y esta Corporación mediante sentencia de  mayo 23 de 2018, confirmó lo allí decidido, pero adicionó el fallo constitucional, para tutelar igualmente el derecho a la reparación administrativa que le asiste a la señora GONZÁLEZ RODRÍGUEZ, y ordenó a la Directora Técnica de Reparación de la Unidad Administrativa Especial para la Atención y Reparación Integral de víctimas -UARIV-, que: “dentro del mes siguiente a la notificación de la presente decisión, culmine el proceso de verificación de la información relacionada con la existencia de hijos o de otras personas que se hallen con mejor derecho para recibir el 50% de la indemnización administrativa con ocasión del hecho victimizante de homicidio del señor HILDER LONDOÑO GONZÁLEZ. Culminado dicho lapso, y de no obtener datos que acrediten la existencia de hijos del señor LONDOÑO GONZÁLEZ, o de otras personas con mayor derecho, deberá proceder a pronunciarse de fondo para conceder o negar el reconocimiento del 50% de la indemnización que reclama la señora ODILA DE JESÚS GONZÁLEZ RODRÍGUEZ y priorizarse la entrega de los recursos si es que a ello hay lugar”. 

2.3.- En junio 29 de 2018 la apoderada de la señora GONZÁLEZ RODRÍGUEZ, señaló que la UARIV no ha cumplido con lo ordenado en los fallos de tutela y pidió que se diera comienzo al incidente de desacato.
2.4.- Por auto de julio 04 de 2018, el juzgado a quo requirió a la Dra. CLAUDIA JULIANA MELO ROMERO, Directora Técnica de Reparación de la AURIV, para que dentro de los tres (03) días siguientes dispusiera lo necesario para el acatamiento del fallo.
2.5.- Mediante escrito de julio 06 de 2018, la Directora Técnica de Reparaciones de la UARIV informa que por oficio de abril 23 de 2018 se dio respuesta a lo pedido por la actora, y señala que para el caso particular se observa que la misma no se encuentra en situaciones de vulnerabilidad extrema, y por ende ha ingresado al procedimiento para el acceso a la medida individual de reparación administrativa, contenido en la Resolución 01958 de 2018, por la RUTA TRANSITORIA y por ende la unidad tiene hasta enero 16 de 2019 para brindarle una respuesta de fondo, y donde se le indicará si le asiste o no el derecho a la medida de indemnización. Pide se declare el cumplimiento del fallo al presentarse la carencia de objeto.

2.6.- Por auto de julio 11 de 2018 y al considerar la a quo que con la referida comunicación no se acata lo ordenado en sede de tutela, en tanto lo dispuesto era que le concedieran o negaran el reconocimiento indemnizatorio y de concederlo priorizar su entrega, pero no que le informaran el procedimiento administrativo para reclamarla, dispuso requerir a la Dra. YOLANDA PINTO DE GAVIRIA, Directora General de la UARIV, como superior jerárquica de la Directora Técnica de Reparaciones, para que dentro de las 48 horas siguientes, adopte medidas para que se cumpla la tutela y se abra el respectivo proceso disciplinario.

2.7.- Al no recibirse respuesta alguna, en proveído de julio 18 de 2018 se decretó la apertura del incidente, al cual se vincularon las Dras. YOLANDA PINTO DE GAVIRIA y CLAUDIA JULIANA MELO ROMERO,  a quienes se concedió traslado por tres días para que solicitaran las pruebas que pretendían hacer valer.
2.8.- En julio 23 de 2018 la Directora Técnica de Reparaciones allega escrito donde señala que el tema relacionado con la acción de tutela es de su responsabilidad, amén de las funciones asignadas, y frente al caso concreto, además de reiterar lo indicado en oficio de julio 06 de 2018, reclama la nulidad de lo actuado por cuanto la entidad no puede adelantar un procedimiento y  sancionar a un funcionario que carece de competencia para pronunciarse al respecto.  Como quiera que ha cesado la vulneración o amenaza del derecho reclamado, pide se deniegue el incidente, ante la carencia de objeto.

2.9.- Mediante providencia de agosto 03 de 2018 el Juzgado a quo sancionó por desacato a las doctoras CLAUDIA JULIANA MELO ROMERO -Directora Técnica de Reparación-, y YOLANDA PINTO DE GAVIRIA -Directora de la UARIV-, con 03 días de arresto y multa de 01 s.m.l.m.v., para cada una.
3.- Para resolver, se CONSIDERA 
Existe competencia funcional para desatar el grado de consulta surtido sobre la decisión proferida dentro del incidente de desacato que se tramitó en el Juzgado Tercero Penal del Circuito de Pereira (Rda.).

Como quiera que en el curso de la actuación por parte de la Directora Técnica de Reparación de la UARIV, se pidió la declaratoria de nulidad de la actuación, por cuanto se vinculó a una funcionaria que en su sentir ningún compromiso tienen en lo que fuera materia de este incidente -al parecer la Directora General de dicha entidad-, frente a lo cual ninguna manifestación efectuó la a quo al resolver el presente trámite,  estima la Sala necesario resolver tal situación de manera inicial, toda vez que de observarse una tal irregularidad, ello conllevaría necesariamente que la Sala se daba pronuncia al respecto, antes de proceder a definir de fondo este asunto.

Al respecto, se evidencia que la a quo determinó que la funcionaria de la UARIV que debía obedecer lo pedido por la accionante era la referida funcionaria, y ello conllevó a que se le pidiera dar cumplimiento al fallo judicial, pero al considerar que no lo hizo como se ordenó, dispuso requerir a su superior jerárquica, Dra. YOLANDA PINTO DE GAVIRIA -Directora General-, para que la hiciera atender el fallo e iniciara el trámite disciplinario a que hubiera lugar. No existe duda alguna para el despacho, como así lo indicó la propia Dra. CLAUDIA JULIANA MELO ROMERO, que la primera obligada en observar la acción constitucional es ella, por cuanto la petición elevada por la actora, es relativa a la reparación administrativa que ha reclamado.

Así mismo y frente a la vinculación en este trámite de la Dra. YOLANDA PINTO DE GAVIRIA, Directora General de la AURIV, estima la Sala que igualmente fue atada al presente asunto de manera correcta, por cuanto la misma ostenta la superioridad jerárquica con respecto a la Directora Técnica, como así se desprende del organigrama de la entidad, el cual puede ser consultado en la página web https://www.unidadvictimas.gov.co/es/organigrama/40647, y bajo esa perspectiva, no existe causal de nulidad que invalide lo actuado.
Ahora bien, debe recordarse que para imponer una sanción por inobservancia a un fallo de tutela, es estrictamente necesario que durante el incidente de desacato se sepa quién es el ciudadano encargado de acatarlo, los motivos por los cuáles no lo ha hecho; y, además, quién es el superior de esa persona, para de esa manera poder cumplir lo dispuesto en el citado artículo 27 del Decreto 2591; así mismo se debe verificar la concurrencia de factores de índole objetivo y/o subjetivos determinantes para valorar el cumplimiento de una fallo de tutela.

Al respecto, la Corte Constitucional en Sentencia SU-348 de 2018, dispuso:

“Entre los factores objetivos, pueden tomarse en cuenta variables como (i) la imposibilidad fáctica o jurídica de cumplimiento, (ii) el contexto que rodea la ejecución de la orden impartida, (iii) la presencia de un estado de cosas inconstitucional, (iv) la complejidad de las órdenes, (v) la capacidad funcional de la persona o institucional del órgano obligado para hacer efectivo lo dispuesto en el fallo, (vi) la competencia funcional directa para la ejecución de las órdenes de amparo, y (vii) el plazo otorgado para su cumplimiento. 

Por otro lado, entre los factores subjetivos el juez debe verificar circunstancias como (i) la responsabilidad subjetiva (dolo o culpa) del obligado, (ii) si existió allanamiento a las órdenes, y (iii) si el obligado demostró acciones positivas orientadas al cumplimiento. Vale anotar que los factores señalados son enunciativos, pues, en el ejercicio de la función de verificación del cumplimiento, el juez puede apreciar otras circunstancias que le permitan evaluar la conducta del obligado en relación con las medidas protectoras dispuestas en el fallo de tutela”.

De no procederse de tal forma, seguramente se vulnerará el derecho fundamental al debido proceso del que son titulares todas las personas en Colombia, según lo reglado por el artículo 29 de la Constitución Política. 
En este preciso asunto, la Sala aprecia que para proferir la decisión objeto de esta consulta se respetó cabalmente el procedimiento establecido, por cuanto se vincularon al trámite tanto a la funcionaria encargada de acatar lo dispuesto en la sentencia, esto es, la Directora de Reparaciones de la UARIV, como también a su superior jerárquica, la Directora General. 
Del requerimiento inicial y de la apertura formal del incidente las citadas servidoras fueron notificadas mediante comunicaciones que les fueran enviadas por correo electrónico, y no obstante que por parte de la Directora Técnica se respondió en el sentido que la entidad cumplió con la orden y comunicó a la señora ODILA DE JESÚS GONZÁLEZ, que ha ingresado al procedimiento para obtener la medida individual de indemnización administrativa, a que alude la resolución 01958 de junio 06 de 2018, por lo cual se cuenta con un plazo de 180 días a partir de su entrada en vigencia para responder de fondo lo pedido, plazo este que vence en enero 19 de 2019, tal respuesta no fue validada por la a quo para considerar como superadas las circunstancias que motivaron la interposición de este incidente.
No desconoce la Sala que en efecto la Corte Constitucional en sentencia T-025 de 2004, declaró un estado de cosas inconstitucional frente a la población desplazada, y que al hacer seguimiento a dicho pronunciamiento, mediante auto A206 de 2017, ordenó que “las autoridades responsables deben reglamentar el procedimiento que deben agotar las personas desplazadas para la obtención de la medida, con criterios puntuales y objetivos, cuyas fases se deben tramitar en periodos determinados, en el transcurso de los 6 años adicionales a los inicialmente contemplados para la satisfacción de las obligaciones recogidas en las Leyes 387 de 1997 y 1448 del 2011”, lo que motivó a la UARIV a expedir la referida resolución, donde establece el procedimiento para el acceso de manera individual a la indemnización administrativa.
Si bien se señala que la UARIV atendió lo ordenado en el fallo de tutela, al indicársele a la accionante ODILA DE JESÚS que en cumplimiento de dicha norma y al encontrarse documentado su caso con antelación a la expedición de dicha resolución, fue ingresada a la RUTA TRANSITORIA, por lo cual se cuenta con 180 días para emitir decisión de fondo, tal respuesta no fue validada por la a quo, al considerar que lo pretendido por la actora no era obtener información sobre el procedimiento para la indemnización, sino que la entidad se pronunciara de fondo, independientemente de si la otorgaba o no.
En efecto, la Sala estima como así lo indicó la funcionaria de primer nivel, que en el presente asunto la UARIV no ha cumplido con la orden judicial emitida en sede de tutela, por lo siguiente:
Esta Corporación al emitir fallo de segundo grado, el cual se expidió con  antelación a la resolución 01958 de 2018, dispuso que la UARIV que dentro del mes siguiente a la notificación, culminara el proceso de información relacionada con la existencia de hijos o de otras personas con mejor derecho que la señora ODILA DE JESÚS GONZÁLEZ, para recibir el 50% de la indemnización por el hecho victimizante de homicidio de su hijo HILDER LONDOÑO GONZÁLEZ, y que finalizada tal actividad procediera a pronunciarse de fondo para conceder o negar el reconocimiento indemnizatorio que reclama.

Es evidente, que a la hora de ahora no se ha realizado ni lo uno ni lo otro, y la postura de la entidad, es que con ocasión de la referida resolución, cuenta con 180 días para definir de fondo el asunto, cuando es sabido que desde hace varios años la actora busca que se le conceda tal indemnización, misma que en un 50% ya le había sido otorgada a la señora  SANDRA MILENA OSPINA CANDAMIL en julio de 2016, por tener la condición de compañera permanente del occiso, y el restante porcentaje, mismo que reclama la accionante, no le ha sido entregado, precisamente por la omisión de la UARIV a culminar las verificaciones pertinentes, pero que con el pasar de los años todavía no ha concluido, ni siquiera ante la existencia de una orden constitucional que así lo dispuso, y en consecuencia, no se ha determinado si en efecto la señora ODILA DE JESÚS GONZÁLEZ, tiene derecho o no al reconocimiento prestacional.

Y aunque en este procedimiento aduce nuevamente la UARIV, que la actora no demostró encontrarse en situación de vulnerabilidad extrema, para que se priorizara la entrega de la indemnización, desconoció la entidad que la misma cuenta con 69 años, que vive sola, toda vez que sus hijos al parecer fueron asesinados, y con mayor razón que con ocasión del homicidio de su descendiente HILDER LONDOÑO, ya se efectuó una reparación administrativa a quien era su compañera, desconociéndose por qué motivo la UARIV no concluyó con las verificaciones que deBía haber emprendido y definir de fondo el asunto.
El señalarse entonces que la UARIV atendió la exigencia de la actora, por cuanto se le comunicó que  existe un nuevo procedimiento de acceso a la medida de reparación y que la entidad cuenta con 180 días para definir el asunto, no resuelve de fondo lo pedido, ni mucho menos lo que fue objeto de protección constitucional, por cuanto ello, como así lo indicó la a quo, retardaría la definición de un asunto que debió haber sido concluido con mucha antelación, ello claro está, si la UARIV en lugar de mostrarse omisiva ante dichos requerimientos, hubiera adelantado las gestiones a su cargo para determinar si la misma se hacía o no merecedora de los recursos por la vía de la indemnización administrativa, lo cual no ha hecho.

Reitera por tanto la Sala, que la decisión sancionatoria proferida en contra de la Directora Técnica de Reparaciones y la Directora General de la UARIV, está ajustada a derecho, por advertirse que están en franca rebeldía contra una providencia judicial que debe ser acatada, y por medio de la cual se protegieron los derechos fundamentales de petición y de acceso a la reparación administrativa de la señora ODILA DE JESÚS GONZÁLEZ. En ese sentido habrá de confirmarse la decisión emitida por la funcionaria de primer nivel.

De igual manera se les advertirá a las funcionarias de la UARIV, que este incidente no terminará con ocasión de la sanción atribuida, como quiera que se trata de una obligación sucesiva que sistemáticamente debe acatarse, por lo que de persistir en la omisión que dio lugar a la interposición de la presente acción pueden sobrevenir futuras sanciones aun más gravosas. 

4.- DECISIÓN 

De conformidad con lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Penal, CONFIRMA la providencia proferida por el Juzgado Tercero Penal del Circuito de Pereira (Rda.) objeto de consulta. 

COMUNÍQUESE Y CÚMPLASE
Los Magistrados,

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE
       JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

El Secretario de la Sala,

WILSON FREDY LÓPEZ 
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